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TÍTULO V 

Disposiciones comunes a las Entidades locales 

CAPÍTULO I 

Régimen de funcionamiento 

Artículo 46. 

1. Los órganos colegiados de las entidades locales funcionan en 
régimen de sesiones ordinarias de periodicidad preestablecida y 
extraordinarias, que pueden ser, además, urgentes. 

2. En todo caso, el funcionamiento del Pleno de las Corporaciones 
Locales se ajusta a las siguientes reglas: 

a) El Pleno celebra sesión ordinaria como mínimo cada mes en los 
Ayuntamientos de municipios de más de 20.000 habitantes y en las 
Diputaciones Provinciales; cada dos meses en los Ayuntamientos de los 
municipios de una población entre 5.001 habitantes y 20.000 habitantes; 
y cada tres en los municipios de hasta 5.000 habitantes. Asimismo, el 
Pleno celebra sesión extraordinaria cuando así lo decida el Presidente o lo 
solicite la cuarta parte, al menos, del número legal de miembros de la 
Corporación, sin que ningún concejal pueda solicitar más de tres 
anualmente. En este último caso, la celebración del mismo no podrá 
demorarse por más de quince días hábiles desde que fuera solicitada, no 
pudiendo incorporarse el asunto al orden del día de un Pleno ordinario o 
de otro extraordinario con más asuntos si no lo autorizan expresamente 
los solicitantes de la convocatoria. 

Si el Presidente no convocase el Pleno extraordinario solicitado por el 
número de concejales indicado dentro del plazo señalado, quedará 
automáticamente convocado para el décimo día hábil siguiente al de la 
finalización de dicho plazo, a las doce horas, lo que será notificado por el 



Secretario de la Corporación a todos los miembros de la misma al día 
siguiente de la finalización del plazo citado anteriormente. En ausencia del 
Presidente o de quien legalmente haya de sustituirle, el Pleno quedará 
válidamente constituido siempre que concurra el quórum requerido en la 
letra c) de este precepto, en cuyo caso será presidido por el miembro de 
la Corporación de mayor edad entre los presentes. 

b) Las sesiones plenarias han de convocarse, al menos, con dos días 
hábiles de antelación, salvo las extraordinarias que lo hayan sido con 
carácter urgente, cuya convocatoria con este carácter deberá ser 
ratificada por el Pleno. La documentación íntegra de los asuntos incluidos 
en el orden del día, que deba servir de base al debate y, en su caso, 
votación, deberá figurar a disposición de los Concejales o Diputados, 
desde el mismo día de la convocatoria, en la Secretaría de la Corporación. 

c) El Pleno se constituye válidamente con la asistencia de un tercio del 
mínimo legal de miembros del mismo, que nunca podrá ser inferior a tres. 
En los municipios de hasta 100 residentes, que no funcionen en régimen 
de Concejo Abierto, el Pleno se constituirá válidamente con la asistencia 
del número legal de miembros del mismo, que nunca deberá ser inferior a 
dos. Estos quórums deberán mantenerse durante toda la sesión. 

En todo caso, se requiere la asistencia del Presidente y del Secretario 
de la Corporación o de quienes legalmente les sustituyan. 

d) La adopción de acuerdos se produce mediante votación ordinaria, 
salvo que el propio Pleno acuerde, para un caso concreto, la votación 
nominal. El voto puede emitirse en sentido afirmativo o negativo, 
pudiendo los miembros de las Corporaciones abstenerse de votar. 

La ausencia de uno o varios Concejales o Diputados, una vez iniciada 
la deliberación de un asunto, equivale, a efectos de la votación 
correspondiente, a la abstención. 

En el caso de votaciones con resultado de empate, se efectuará una 
nueva votación, y si persistiera el empate, decidirá el voto de calidad del 
Presidente. 

e) En los plenos ordinarios la parte dedicada al control de los demás 
órganos de la Corporación deberá presentar sustantividad propia y 
diferenciada de la parte resolutiva, debiéndose garantizar de forma 
efectiva en su funcionamiento y, en su caso, en su regulación, la 
participación de todos los grupos municipales en la formulación de 
ruegos, preguntas y mociones. 



3. En todo caso, cuando concurran situaciones excepcionales de fuerza 
mayor, de grave riesgo colectivo, o catástrofes públicas que impidan o 
dificulten de manera desproporcionada el normal funcionamiento del 
régimen presencial de las sesiones de los órganos colegiados de las 
Entidades Locales, estos podrán, apreciada la concurrencia de la situación 
descrita por el Alcalde o Presidente o quien válidamente les sustituya al 
efecto de la convocatoria de acuerdo con la normativa vigente, 
constituirse, celebrar sesiones y adoptar acuerdos a distancia por medios 
electrónicos y telemáticos, siempre que sus miembros participantes se 
encuentren en territorio español y quede acreditada su identidad. 
Asimismo, se deberá asegurar la comunicación entre ellos en tiempo real 
durante la sesión, disponiéndose los medios necesarios para garantizar el 
carácter público o secreto de las mismas según proceda legalmente en 
cada caso. 

A los efectos anteriores, se consideran medios electrónicos válidos las 
audioconferencias, videoconferencias, u otros sistemas tecnológicos o 
audiovisuales que garanticen adecuadamente la seguridad tecnológica, la 
efectiva participación política de sus miembros, la validez del debate y 
votación de los acuerdos que se adopten. 

Artículo 47. 

1. Los acuerdos de las corporaciones locales se adoptan, como regla 
general, por mayoría simple de los miembros presentes. Existe mayoría 
simple cuando los votos afirmativos son más que los negativos. 

2. Se requiere el voto favorable de la mayoría absoluta del número 
legal de miembros de las corporaciones para la adopción de acuerdos en 
las siguientes materias: 

a) Creación y supresión de municipios y alteración de términos 
municipales. 

b) Creación, modificación y supresión de las entidades a que se refiere 
el artículo 45 de esta ley. 

c) Aprobación de la delimitación del término municipal. 

d) Alteración del nombre y de la capitalidad del municipio. 

e) Adopción o modificación de su bandera, enseña o escudo. 

f) Aprobación y modificación del reglamento orgánico propio de la 
corporación. 



g) Creación, modificación o disolución de mancomunidades u otras 
organizaciones asociativas, así como la adhesión a las mismas y la 
aprobación y modificación de sus estatutos. 

h) Transferencia de funciones o actividades a otras Administraciones 
públicas, así como la aceptación de las delegaciones o encomiendas de 
gestión realizadas por otras administraciones, salvo que por ley se 
impongan obligatoriamente. 

i) Cesión por cualquier título del aprovechamiento de los bienes 
comunales. 

j) Concesión de bienes o servicios por más de cinco años, siempre que 
su cuantía exceda del 20 por ciento de los recursos ordinarios del 
presupuesto. 

k) Municipalización o provincialización de actividades en régimen de 
monopolio y aprobación de la forma concreta de gestión del servicio 
correspondiente. 

l) Aprobaciones de operaciones financieras o de crédito y concesiones 
de quitas o esperas, cuando su importe supere el 10 por ciento de los 
recursos ordinarios de su presupuesto, así como las operaciones de 
crédito previstas en el artículo 158.5 de la Ley 39/1988, de 28 de 
diciembre, reguladora de las Haciendas Locales. 

ll) Los acuerdos que corresponda adoptar a la corporación en la 
tramitación de los instrumentos de planeamiento general previstos en la 
legislación urbanística. 

m) Enajenación de bienes, cuando su cuantía exceda del 20 por ciento 
de los recursos ordinarios de su presupuesto. 

n) Alteración de la calificación jurídica de los bienes demaniales o 
comunales. 

ñ) Cesión gratuita de bienes a otras Administraciones o instituciones 
públicas. 

o) Las restantes determinadas por la ley. 

3. Las normas relativas a adopción de acuerdos en los municipios 
señalados en el artículo 121 de esta ley, son las contenidas en el apartado 
2 del artículo 123. 

Artículo 48. 



En los asuntos en que sea preceptivo el dictamen del Consejo de 
Estado, la correspondiente solicitud se cursará por conducto del 
Presidente de la Comunidad Autónoma. 

Cuando el dictamen deba ser solicitado conjuntamente por Entidades 
pertenecientes al ámbito territorial de distintas Comunidades Autónomas, 
la solicitud se cursará por conducto del Ministerio de Administraciones 
Públicas a petición de la Entidad de mayor población. 

Artículo 49. 

La aprobación de las Ordenanzas locales se ajustará al siguiente 
procedimiento: 

a) Aprobación inicial por el Pleno. 

b) Información pública y audiencia a los interesados por el plazo 
mínimo de treinta días para la presentación de reclamaciones y 
sugerencias. 

c) Resolución de todas las reclamaciones y sugerencias presentadas 
dentro del plazo y aprobación definitiva por el Pleno. 

En el caso de que no se hubiera presentado ninguna reclamación o 
sugerencia, se entenderá definitivamente adoptado el acuerdo hasta 
entonces provisional. 

Artículo 50. 

1. Los conflictos de atribuciones que surjan entre órganos y entidades 
dependientes de una misma Corporación local se resolverán: 

a) Por el Pleno, cuando se trate de conflictos que afecten a órganos 
colegiados, miembros de éstos o entidades locales de las previstas en el 
artículo 45. 

b) Por el Alcalde o Presidente de la Corporación, en el resto de los 
supuestos. 

2. Los conflictos de competencias planteados entre diferentes 
entidades locales serán resueltos por la Administración de la Comunidad 
Autónoma o por la Administración del Estado, previa audiencia de las 
Comunidades Autónomas afectadas, según se trate de entidades 
pertenecientes a la misma o a distinta Comunidad, y sin perjuicio de la 



ulterior posibilidad de impugnar la resolución dictada ante la Jurisdicción 
contencioso-administrativa. 

3. Las cuestiones que se susciten entre municipios pertenecientes a 
distintas Comunidades Autónomas sobre deslinde de sus términos 
municipales se resolverán por la Administración del Estado, previo 
informe del Instituto Geográfico Nacional, audiencia de los municipios 
afectados y de las respectivas Comunidades Autónomas y dictamen del 
Consejo de Estado. 

Artículo 51. 

Los actos de las entidades locales son inmediatamente ejecutivos, 
salvo en aquellos casos en que una disposición legal establezca lo 
contrario o cuando se suspenda su eficacia de acuerdo con la Ley. 

Artículo 52. 

1. Contra los actos y acuerdos de las Entidades locales que pongan fin 
a la vía administrativa, los interesados podrán ejercer las acciones que 
procedan ante la jurisdicción competente, pudiendo no obstante 
interponer con carácter previo y potestativo recurso de reposición. 

2. Ponen fin a la vía administrativa las resoluciones de los siguientes 
órganos y autoridades: 

a) Las del Pleno, los Alcaldes o Presidentes y las Juntas de Gobierno, 
salvo en los casos excepcionales en que una ley sectorial requiera la 
aprobación ulterior de la Administración del Estado o de la comunidad 
autónoma, o cuando proceda recurso ante éstas en los supuestos del 
artículo 27.2. 

b) Las de autoridades y órganos inferiores en los casos que resuelvan 
por delegación del Alcalde, del Presidente o de otro órgano cuyas 
resoluciones pongan fin a la vía administrativa. 

c) Las de cualquier otra autoridad u órgano cuando así lo establezca 
una disposición legal. 

Artículo 53. 

Sin perjuicio de las previsiones específicas contenidas en los artículos 
65, 67 y 110 de esta Ley, las Corporaciones locales podrán revisar sus 
actos y acuerdos en los términos y con el alcance que, para la 



Administración del Estado, se establece en la legislación del Estado 
reguladora del procedimiento administrativo común. 

Artículo 54. 

Las entidades locales responderán directamente de los daños y 
perjuicios causados a los particulares en sus bienes y derechos como 
consecuencia del funcionamiento de los servicios públicos o de la 
actuación de sus autoridades, funcionarios o agentes, en los términos 
establecidos en la legislación general sobre responsabilidad 
administrativa. 

CAPÍTULO II 

Relaciones interadministrativas 

Artículo 55. 

Para la efectiva coordinación y eficacia administrativa, la 
Administración General del Estado, así como las Administraciones 
autonómica y local, de acuerdo con el principio de lealtad institucional, 
deberán en sus relaciones recíprocas: 

a) Respetar el ejercicio legítimo por las otras Administraciones de sus 
competencias y las consecuencias que del mismo se deriven para las 
propias. 

b) Ponderar, en la actuación de las competencias propias, la totalidad 
de los intereses públicos implicados y, en concreto, aquellos cuya gestión 
esté encomendada a otras Administraciones. 

c) Valorar el impacto que sus actuaciones, en materia presupuestaria y 
financiera, pudieran provocar en el resto de Administraciones Públicas. 

d) Facilitar a las otras Administraciones la información sobre la propia 
gestión que sea relevante para el adecuado desarrollo por éstas de sus 
cometidos. 

e) Prestar, en el ámbito propio, la cooperación y asistencia activas que 
las otras Administraciones pudieran precisar para el eficaz cumplimiento 
de sus tareas. 

Artículo 56. 



1. Las entidades locales tienen el deber de remitir a las 
Administraciones del Estado y de las Comunidades Autónomas, en los 
plazos y forma que reglamentariamente se determinen, copia o, en su 
caso, extracto comprensivo de los actos y acuerdos de las mismas. Los 
Presidentes y, de forma inmediata, los Secretarios de las Corporaciones 
serán responsables del cumplimiento de este deber. 

2. En todo caso, las Administraciones del Estado y de las Comunidades 
Autónomas estarán facultadas, con el fin de comprobar la efectividad, en 
su aplicación y, respectivamente, de la legislación estatal y la autonómica, 
para recabar y obtener información concreta sobre la actividad municipal, 
pudiendo solicitar incluso la exhibición de expedientes y la emisión de 
informes. 

3. La Administración del Estado y la de las Comunidades Autónomas 
deberán facilitar el acceso de los representantes legales de las entidades 
locales a los instrumentos de planificación, programación y gestión de 
obras y servicios que les afecten directamente. 

Artículo 57. 

1. La cooperación económica, técnica y administrativa entre la 
Administración local y las Administraciones del Estado y de las 
Comunidades Autónomas, tanto en servicios locales como en asuntos de 
interés común, se desarrollará con carácter voluntario, bajo las formas y 
en los términos previstos en las leyes, pudiendo tener lugar, en todo caso, 
mediante los consorcios o los convenios administrativos que suscriban. 

De cada acuerdo de cooperación formalizado por alguna de estas 
Administraciones se dará comunicación a aquellas otras que, resultando 
interesadas, no hayan intervenido en el mismo, a los efectos de mantener 
una recíproca y constante información. 

2. La suscripción de convenios y constitución de consorcios deberá 
mejorar la eficiencia de la gestión pública, eliminar duplicidades 
administrativas y cumplir con la legislación de estabilidad presupuestaria 
y sostenibilidad financiera. 

3. La constitución de un consorcio solo podrá tener lugar cuando la 
cooperación no pueda formalizarse a través de un convenio y siempre 
que, en términos de eficiencia económica, aquélla permita una asignación 
más eficiente de los recursos económicos. En todo caso, habrá de 
verificarse que la constitución del consorcio no pondrá en riesgo la 
sostenibilidad financiera del conjunto de la Hacienda de la Entidad Local 



de que se trate, así como del propio consorcio, que no podrá demandar 
más recursos de los inicialmente previstos. 

4. Asimismo, en el ámbito de las relaciones interadministrativas de 
cooperación, las entidades locales, cuando concurran situaciones 
ocasionadas tras la producción de una emergencia civil por catástrofes 
naturales o derivadas de la acción humana con graves daños, podrán 
aportar por decisión de los órganos competentes de la entidad local, con 
sujeción a la normativa de estabilidad presupuestaria y sostenibilidad 
financiera, medios humanos y materiales a las entidades locales afectadas 
gravemente por dicha catástrofe a fin de coadyuvar al restablecimiento de 
la normalidad en lo posible, todo ello en razón de la protección de los 
intereses públicos y la aplicación del principio de solidaridad. 

Artículo 57 bis. Garantía de pago en el ejercicio de competencias 
delegadas. 

(Anulado) 

Artículo 58. 

1. Las leyes del Estado o de las Comunidades Autónomas podrán crear, 
para la coordinación administrativa, órganos de colaboración de las 
Administraciones correspondientes con las entidades locales. Estos 
órganos, que serán únicamente deliberantes o consultivos, podrán tener 
ámbito autonómico o provincial y carácter general o sectorial. 

Para asegurar la colaboración entre la Administración del Estado y la 
Administración Local en materia de inversiones y de prestación de 
servicios, el Gobierno podrá crear en cada Comunidad Autónoma una 
Comisión Territorial de Administración Local. Reglamentariamente, se 
establecerá la composición, organización y funcionamiento de la 
Comisión. 

2. Tanto la Administración del Estado como las de las Comunidades 
Autónomas podrán participar en los respectivos órganos de colaboración 
establecidos por cada una de ellas. 

En todo caso, las Administraciones que tengan atribuidas la 
formulación y aprobación de instrumentos de planificación deberán 
otorgar a las restantes una participación que permita armonizar los 
intereses públicos afectados. 



La participación de los municipios en la formación de los planes 
generales de obras públicas que les afecten se realizará en todo caso de 
conformidad con lo que disponga la correspondiente legislación sectorial. 
Asimismo, en la determinación de usos y en la adopción de resoluciones 
por parte de otras Administraciones públicas en materia de concesiones o 
autorizaciones relativa al dominio público de su competencia, será 
requisito indispensable para su aprobación el informe previo de los 
municipios en cuyo territorio se encuentre dicho dominio público, de 
acuerdo con lo establecido en los artículos 82 y 83 de la Ley 30/1992, de 
26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y 
del Procedimiento Administrativo Común. 

Artículo 59. 

1. A fin de asegurar la coherencia de la actuación de las 
Administraciones Públicas, en los supuestos previstos en el número 2 del 
artículo 10 y para el caso de que dicho fin no pueda alcanzarse por los 
procedimientos contemplados en los artículos anteriores o éstos 
resultaran manifiestamente inadecuados por razón de las características 
de la tarea pública de que se trate, las leyes del Estado y las de las 
Comunidades Autónomas, reguladoras de los distintos sectores de la 
acción pública, podrán atribuir al Gobierno de la Nación, o al Consejo de 
Gobierno, la facultad de coordinar la actividad de la Administración Local 
y, en especial, de las Diputaciones Provinciales en el ejercicio de sus 
competencias. 

La coordinación se realizará mediante la definición concreta y en 
relación con una materia, servicio o competencia determinados de los 
intereses generales o comunitarios, a través de planes sectoriales para la 
fijación de los objetivos y la determinación de las prioridades de la acción 
pública en la materia correspondiente. En la tramitación de los mismos se 
observará lo dispuesto en el número 2 del artículo anterior. 

Las entidades locales ejercerán sus facultades de programación, 
planificación u ordenación de los servicios o actividades de su 
competencia en el marco de las previsiones de los planes a que se refiere 
el párrafo anterior. 

2. En todo caso, la Ley deberá precisar, con el suficiente grado de 
detalle, las condiciones y los límites de la coordinación, así como las 
modalidades de control que se reserven las Cortes Generales o las 
correspondientes Asambleas Legislativas. 



Artículo 60. 

Cuando una entidad local incumpliera las obligaciones impuestas 
directamente por la Ley de forma que tal incumplimiento afectará al 
ejercicio de competencias de la Administración del Estado o de la 
Comunidad Autónoma, y cuya cobertura económica estuviere legalmente 
o presupuestariamente garantizada, una u otra, según su respectivo 
ámbito competencial, deberá recordarle su cumplimiento concediendo al 
efecto el plazo que fuere necesario. Si, transcurrido dicho plazo, nunca 
inferior a un mes, el incumplimiento persistiera, se procederá a adoptar 
las medidas necesarias para el cumplimiento de la obligación a costa y en 
sustitución de la entidad local. 

Artículo 61. 

1. El Consejo de Ministros, a iniciativa propia y con conocimiento del 
Consejo de Gobierno de la comunidad autónoma correspondiente o a 
solicitud de éste y, en todo caso, previo acuerdo favorable del Senado, 
podrá proceder, mediante real decreto, a la disolución de los órganos de 
las corporaciones locales en el supuesto de gestión gravemente dañosa 
para los intereses generales que suponga incumplimiento de sus 
obligaciones constitucionales. 

2. Se considerarán, en todo caso, decisiones gravemente dañosas para 
los intereses generales en los términos previstos en el apartado anterior, 
los acuerdos o actuaciones de los órganos de las corporaciones locales 
que den cobertura o apoyo, expreso o tácito, de forma reiterada y grave, 
al terrorismo o a quienes participen en su ejecución, lo enaltezcan o 
justifiquen, y los que menosprecien o humillen a las víctimas o a sus 
familiares. 

3. Acordada la disolución, será de aplicación la legislación electoral 
general, cuando proceda, en relación a la convocatoria de elecciones 
parciales y, en todo caso, la normativa reguladora de la provisional 
administración ordinaria de la corporación. 

Artículo 62. 

En aquellos casos en que la naturaleza de la actividad de que se trate 
haga muy difícil o inconveniente una asignación diferenciada y distinta de 
facultades decisorias en la materia, las Leyes reguladoras de la acción 
pública en relación con la misma asegurarán, en todo caso, a las 
entidades locales su participación o integración en actuaciones o 
procedimientos conjuntamente con la Administración del Estado y/o con la 



de la Comunidad Autónoma correspondiente, atribuyéndole a una de 
éstas la decisión final. 

En ningún caso estas técnicas podrán afectar a la potestad de 
autoorganización de los servicios que corresponde a la entidad local. 

CAPÍTULO III 

Impugnación de actos y acuerdos y ejercicio de 
acciones 

Artículo 63. 

1. Junto a los sujetos legitimados en el régimen general del proceso 
contencioso-administrativo podrán impugnar los actos y acuerdos de las 
entidades locales que incurran en infracción del ordenamiento jurídico: 

a) La Administración del Estado y la de las Comunidades Autónomas, 
en los casos y términos previstos en este Capítulo. 

b) Los miembros de las corporaciones que hubieran votado en contra 
de tales actos y acuerdos. 

2. Están igualmente legitimadas en todo caso las entidades locales 
territoriales para la impugnación de las disposiciones y actos de la 
Administraciones del Estado y de las Comunidades Autónomas que 
lesionen su autonomía, tal como ésta resulta garantizada por la 
Constitución y esta Ley. 

3. Asimismo, las entidades locales territoriales estarán legitimadas 
para promover, en los términos del artículo 119 de esta Ley, la 
impugnación ante el Tribunal Constitucional de leyes del Estado o de las 
Comunidades Autónomas cuando se estime que son éstas las que 
lesionan la autonomía constitucionalmente garantizada. 

Artículo 64. 

La Administración del Estado y la de las Comunidades Autónomas 
pueden solicitar ampliación de la información a que se refiere el número 1 
del artículo 56, que deberá remitirse en el plazo máximo de veinte días 
hábiles, excepto en el caso previsto en el artículo 67 de esta Ley, en el 
que lo será de cinco días hábiles. En tales casos se suspende el cómputo 
de los plazos a que se refieren el número 2 del artículo 65 y el 1 del 



artículo 67, que se reanudarán a partir de la recepción de la 
documentación interesada. 

Artículo 65. 

1. Cuando la Administración del Estado o de las Comunidades 
Autónomas considere, en el ámbito de las respectivas competencias, que 
un acto o acuerdo de alguna Entidad local infringe el ordenamiento 
jurídico, podrá requerirla, invocando expresamente el presente artículo, 
para que anule dicho acto en el plazo máximo de un mes. 

2. El requerimiento deberá ser motivado y expresar la normativa que 
se estime vulnerada. Se formulará en el plazo de quince días hábiles a 
partir de la recepción de la comunicación del acuerdo. 

3. La Administración del Estado o, en su caso, la de la Comunidad 
Autónoma, podrá impugnar el acto o acuerdo ante la jurisdicción 
contencioso-administrativa dentro del plazo señalado para la interposición 
del recurso de tal naturaleza señalado en la Ley Reguladora de dicha 
Jurisdicción, contado desde el día siguiente a aquel en que venza el 
requerimiento dirigido a la Entidad local, o al de la recepción de la 
comunicación de la misma rechazando el requerimiento, si se produce 
dentro del plazo señalado para ello. 

4. La Administración del Estado o, en su caso, la de la Comunidad 
Autónoma, podrá también impugnar directamente el acto o acuerdo ante 
la jurisdicción contencioso-administrativa, sin necesidad de formular 
requerimiento, en el plazo señalado en la Ley Reguladora de dicha 
Jurisdicción. 

Artículo 66. 

Los actos o acuerdos de las Entidades locales que menoscaben 
competencias del Estado o de las Comunidades Autónomas, interfieran su 
ejercicio o excedan de la competencia de dichas Entidades, podrán ser 
impugnados por cualquiera de los procedimientos previstos en el artículo 
anterior. 

La impugnación deberá precisar la lesión o, en su caso, extralimitación 
competencial que la motiva y las normas legales vulneradas en que se 
funda. En el caso de que, además, contuviera petición expresa de 
suspensión del acto o acuerdo impugnado, razonada en la integridad y 
efectividad del interés general o comunitario afectado, el Tribunal, si la 
estima fundada, acordará dicha suspensión en el primer trámite 



subsiguiente a la presentación de la impugnación. No obstante, a 
instancia de la entidad local y oyendo a la Administración demandante, 
podrá alzar en cualquier momento, en todo o en parte, la suspensión 
decretada, en caso de que de ella hubiera de derivarse perjuicio al interés 
local no justificado por las exigencias del interés general o comunitario 
hecho valer en la impugnación. 

Artículo 67. 

1. Si una Entidad local adoptara actos o acuerdos que atenten 
gravemente al interés general de España, el Delegado del Gobierno, 
previo requerimiento para su anulación al Presidente de la Corporación 
efectuado dentro de los diez días siguientes al de la recepción de 
aquéllos, podrá suspenderlos y adoptar las medidas pertinentes para la 
protección de dicho interés. 

2. El plazo concedido al Presidente de la Corporación en el 
requerimiento de anulación no podrá ser superior a cinco días. El del 
ejercicio de la facultad de suspensión será de diez días, contados a partir 
del siguiente al de la finalización del plazo del requerimiento o al de la 
respuesta del Presidente de la Corporación, si fuese anterior. 

3. Acordada la suspensión de un acto o acuerdo, el Delegado del 
Gobierno deberá impugnarlo en el plazo de diez días desde la suspensión 
ante la Jurisdicción Contencioso-administrativa. 

Artículo 68. 

1. Las entidades locales tienen la obligación de ejercer las acciones 
necesarias para la defensa de sus bienes y derechos. 

2. Cualquier vecino que se hallare en pleno goce de sus derechos 
civiles y políticos podrá requerir su ejercicio a la entidad interesada. Este 
requerimiento, del que se dará conocimiento a quienes pudiesen resultar 
afectados por las correspondientes acciones, suspenderá el plazo para el 
ejercicio de las mismas por un término de treinta días hábiles. 

3. Si en el plazo de esos treinta días la entidad no acordara el ejercicio 
de las acciones solicitadas, los vecinos podrán ejercitar dicha acción en 
nombre e interés de la entidad local. 

4. De prosperar la acción, el actor tendrá derecho a ser reembolsado 
por la entidad de las costas procesales y a la indemnización de cuantos 
daños y perjuicios se le hubieran seguido. 



CAPÍTULO IV 

Información y participación ciudadanas 

Artículo 69. 

1. Las Corporaciones locales facilitarán la más amplia información 
sobre su actividad y la participación de todos los ciudadanos en la vida 
local. 

2. Las formas, medios y procedimientos de participación que las 
Corporaciones establezcan en ejercicio de su potestad de 
autoorganización no podrán en ningún caso menoscabar las facultades de 
decisión que corresponden a los órganos representativos regulados por la 
Ley. 

Artículo 70. 

1. Las sesiones del Pleno de las corporaciones locales son públicas. No 
obstante, podrán ser secretos el debate y votación de aquellos asuntos 
que puedan afectar al derecho fundamental de los ciudadanos a que se 
refiere el artículo 18.1 de la Constitución, cuando así se acuerde por 
mayoría absoluta. 

No son públicas las sesiones de la Junta de Gobierno Local. 

2. Los acuerdos que adopten las corporaciones locales se publican o 
notifican en la forma prevista por la Ley. Las ordenanzas, incluidos el 
articulado de las normas de los planes urbanísticos, así como los acuerdos 
correspondientes a éstos cuya aprobación definitiva sea competencia de 
los entes locales, se publicarán en el "Boletín Oficial" de la Provincia y no 
entrarán en vigor hasta que se haya publicado completamente su texto y 
haya transcurrido el plazo previsto en el artículo 65.2 salvo los 
presupuestos y las ordenanzas fiscales que se publican y entran en vigor 
en los términos establecidos en la Ley 39/1988, de 28 de diciembre, 
reguladora de las Haciendas Locales. Las Administraciones públicas con 
competencias urbanísticas deberán tener, a disposición de los ciudadanos 
que lo soliciten, copias completas del planeamiento vigente en su ámbito 
territorial. 

3. Todos los ciudadanos tienen derecho a obtener copias y 
certificaciones acreditativas de los acuerdos de las corporaciones locales y 
sus antecedentes, así como a consultar los archivos y registros en los 
términos que disponga la legislación de desarrollo del artículo 105, 



párrafo b), de la Constitución. La denegación o limitación de este derecho, 
en todo cuanto afecte a la seguridad y defensa del Estado, la averiguación 
de los delitos o la intimidad de las personas, deberá verificarse mediante 
resolución motivada. 

Artículo 70 bis. 

1. Los ayuntamientos deberán establecer y regular en normas de 
carácter orgánico procedimientos y órganos adecuados para la efectiva 
participación de los vecinos en los asuntos de la vida pública local, tanto 
en el ámbito del municipio en su conjunto como en el de los distritos, en 
el supuesto de que existan en el municipio dichas divisiones territoriales. 

2. Los vecinos que gocen del derecho de sufragio activo en las 
elecciones municipales podrán ejercer la iniciativa popular, presentando 
propuestas de acuerdos o actuaciones o proyectos de reglamentos en 
materias de la competencia municipal. 

Dichas iniciativas deberán ir suscritas al menos por el siguiente 
porcentaje de vecinos del municipio: 

a) Hasta 5.000 habitantes, el 20 por ciento. 

b) De 5.001 a 20.000 habitantes, el 15 por ciento. 

c) A partir de 20.001 habitantes, el 10 por ciento. 

Tales iniciativas deberán ser sometidas a debate y votación en el Pleno, 
sin perjuicio de que sean resueltas por el órgano competente por razón de 
la materia. En todo caso, se requerirá el previo informe de legalidad del 
secretario del ayuntamiento, así como el informe del interventor cuando 
la iniciativa afecte a derechos y obligaciones de contenido económico del 
ayuntamiento. En los municipios a que se refiere el artículo 121 de esta 
ley, el informe de legalidad será emitido por el secretario general del 
Pleno y cuando la iniciativa afecte a derechos y obligaciones de contenido 
económico, el informe será emitido por el Interventor general municipal. 

Lo dispuesto en este apartado se entiende sin perjuicio de la 
legislación autonómica en esta materia. 

Tales iniciativas pueden llevar incorporada una propuesta de consulta 
popular local, que será tramitada en tal caso por el procedimiento y con 
los requisitos previstos en el artículo 71. 



3. Asimismo, las Entidades Locales y, especialmente, los municipios, 
deberán impulsar la utilización interactiva de las tecnologías de la 
información y la comunicación para facilitar la participación y la 
comunicación con los vecinos, para la presentación de documentos y para 
la realización de trámites administrativos, de encuestas y, en su caso, de 
consultas ciudadanas. 

Las Diputaciones provinciales, Cabildos y Consejos insulares 
colaborarán con los municipios que, por su insuficiente capacidad 
económica y de gestión, no puedan desarrollar en grado suficiente el 
deber establecido en este apartado. 

4. Cuando se trate de procedimientos y trámites relativos a una 
actividad de servicios y a su ejercicio incluida en el ámbito de aplicación 
de la Ley 17/2009, de 23 de noviembre, sobre el libre acceso a las 
actividades de servicios y su ejercicio, los prestadores podrán realizarlos, 
por medio de una ventanilla única, por vía electrónica y a distancia, salvo 
que se trate de la inspección del lugar o del equipo que se utiliza en la 
prestación del servicio. 

Asimismo, las Entidades Locales garantizarán, dentro del ámbito de 
sus competencias, que los prestadores de servicios puedan a través de la 
ventanilla única obtener la información y formularios necesarios para el 
acceso a una actividad y su ejercicio, y conocer las resoluciones y resto 
de comunicaciones de las autoridades competentes en relación con sus 
solicitudes. Las Entidades Locales impulsarán la coordinación para la 
normalización de los formularios necesarios para el acceso a una actividad 
y su ejercicio. 

Artículo 70 ter. 

1. Las Administraciones públicas con competencias de ordenación 
territorial y urbanística deberán tener a disposición de los ciudadanos o 
ciudadanas que lo soliciten, copias completas de los instrumentos de 
ordenación territorial y urbanística vigentes en su ámbito territorial, de los 
documentos de gestión y de los convenios urbanísticos. 

2. Las Administraciones públicas con competencias en la materia, 
publicarán por medios telemáticos el contenido actualizado de los 
instrumentos de ordenación territorial y urbanística en vigor, del anuncio 
de su sometimiento a información pública y de cualesquiera actos de 
tramitación que sean relevantes para su aprobación o alteración. 



En los municipios menores de 5.000 habitantes, esta publicación podrá 
realizarse a través de los entes supramunicipales que tengan atribuida la 
función de asistencia y cooperación técnica con ellos, que deberán 
prestarles dicha cooperación. 

3. Cuando una alteración de la ordenación urbanística, que no se 
efectúe en el marco de un ejercicio pleno de la potestad de ordenación, 
incremente la edificabilidad o la densidad o modifique los usos del suelo, 
deberá hacerse constar en el expediente la identidad de todos los 
propietarios o titulares de otros derechos reales sobre las fincas afectadas 
durante los cinco años anteriores a su iniciación, según conste en el 
registro o instrumento utilizado a efectos de notificaciones a los 
interesados de conformidad con la legislación en la materia. 

Artículo 70 quater. 

1. Las Entidades Locales deberán adoptar las medidas necesarias para 
facilitar la accesibilidad de los servicios públicos a los vecinos, 
promoviendo la utilización de las tecnologías de la información y la 
comunicación en la prestación de los mismos. Para ello, elaborarán planes 
que tengan por objeto la implementación de mecanismos digitales que 
faciliten la accesibilidad de los vecinos y de las empresas a los servicios 
públicos. 

2. Las Entidades Locales deberán crear y mantener un portal de 
internet de información a los vecinos y de acceso a los servicios públicos 
digitalizados para los que así se determine, que opere como plataforma 
tecnológica de comunicación entre aquellos y la Administración local 
destinada a promover la digitalización progresiva de los servicios públicos. 

3. En este portal deberán publicar la información que las 
Administraciones locales consideren adecuada a este efecto y, en su caso, 
la relación de servicios públicos a los que se pueda acceder por el portal o 
los vínculos a la información sobre el acceso a los servicios públicos 
disponibles en el territorio, en los términos en los que disponga la 
normativa autonómica. 

4. En el caso de los municipios de menos de 20.000 habitantes, los 
servicios previstos en este artículo se prestarán con las adaptaciones y 
plazos de implementación correspondientes a sus especialidades en los 
términos que se determinen por la legislación autonómica. 

Artículo 71. 



De conformidad con la legislación del Estado y de la Comunidad 
Autónoma, cuando ésta tenga competencia estatutariamente atribuida 
para ello, los Alcaldes, previo acuerdo por mayoría absoluta del Pleno y 
autorización del Gobierno de la Nación, podrán someter a consulta 
popular aquellos asuntos de la competencia propia municipal y de 
carácter local que sean de especial relevancia para los intereses de los 
vecinos, con excepción de los relativos a la Hacienda local. 

Artículo 72. 

Las Corporaciones locales favorecen el desarrollo de las asociaciones 
para la defensa de los intereses generales o sectoriales de los vecinos, les 
facilitan la más amplia información sobre sus actividades y, dentro de sus 
posibilidades, el uso de los medios públicos y el acceso a las ayudas 
económicas para la realización de sus actividades e impulsan su 
participación en la gestión de la Corporación en los términos del número 2 
del artículo 69. A tales efectos pueden ser declaradas de utilidad pública. 

CAPÍTULO V 

Estatuto de los miembros de las Corporaciones 
locales 

Artículo 73. 

1. La determinación del número de miembros de las Corporaciones 
locales, el procedimiento para su elección, la duración de su mandato y 
los supuestos de inelegibilidad e incompatibilidad se regularán en la 
legislación electoral. 

2. Los miembros de las Corporaciones locales gozan, una vez que 
tomen posesión de su cargo, de los honores, prerrogativas y distinciones 
propios del mismo que se establezcan por la Ley del Estado o de las 
Comunidades Autónomas y están obligados al cumplimiento estricto de 
los deberes y obligaciones inherentes a aquél. 

3. A efectos de su actuación corporativa, los miembros de las 
corporaciones locales se constituirán en grupos políticos, en la forma y 
con los derechos y las obligaciones que se establezcan con excepción de 
aquéllos que no se integren en el grupo político que constituya la 
formación electoral por la que fueron elegidos o que abandonen su grupo 
de procedencia, que tendrán la consideración de miembros no adscritos. 



El Pleno de la corporación, con cargo a los Presupuestos anuales de la 
misma, podrá asignar a los grupos políticos una dotación económica que 
deberá contar con un componente fijo, idéntico para todos los grupos y 
otro variable, en función del número de miembros de cada uno de ellos, 
dentro de los límites que, en su caso, se establezcan con carácter general 
en las Leyes de Presupuestos Generales del Estado y sin que puedan 
destinarse al pago de remuneraciones de personal de cualquier tipo al 
servicio de la corporación o a la adquisición de bienes que puedan 
constituir activos fijos de carácter patrimonial. 

Los derechos económicos y políticos de los miembros no adscritos no 
podrán ser superiores a los que les hubiesen correspondido de 
permanecer en el grupo de procedencia, y se ejercerán en la forma que 
determine el reglamento orgánico de cada corporación. 

Esta previsión no será de aplicación en el caso de candidaturas 
presentadas como coalición electoral, cuando alguno de los partidos 
políticos que la integren decida abandonarla. 

Respecto a la dotación a que se refiere el párrafo segundo de este 
apartado 3, las aportaciones que los grupos políticos destinen a los 
partidos políticos, de conformidad con lo dispuesto en la normativa de 
financiación de estos últimos, no serán objeto de contabilidad específica 
excepto de aquellas cantidades que, en su caso, se pudiera reservar el 
grupo municipal que pondrá a disposición del pleno de la corporación 
siempre que este lo pida. 

Cuando la mayoría de los concejales de un grupo político municipal 
abandonen la formación política que presentó la candidatura por la que 
concurrieron a las elecciones o sean expulsados de la misma, serán los 
concejales que permanezcan en la citada formación política los legítimos 
integrantes de dicho grupo político a todos los efectos. En cualquier caso, 
el secretario de la corporación podrá dirigirse al representante legal de la 
formación política que presentó la correspondiente candidatura a efectos 
de que notifique la acreditación de las circunstancias señaladas. 

Artículo 74. 

1. Los miembros de las Corporaciones locales quedan en situación de 
servicios especiales en los siguientes supuestos: 

a) Cuando sean funcionarios de la propia Corporación para la que han 
sido elegidos. 



b) Cuando sean funcionarios de carrera de otras Administraciones 
públicas y desempeñen en la Corporación para la que han sido elegidos 
un cargo retribuido y de dedicación exclusiva. 

En ambos supuestos, las Corporaciones afectadas abonarán las 
cotizaciones de las mutualidades obligatorias correspondientes para 
aquellos funcionarios que dejen de prestar el servicio que motivaba su 
pertenencia a ellas, extendiéndose a las cuotas de clases pasivas. 

2. Para el personal laboral rigen idénticas reglas, de acuerdo con lo 
previsto en su legislación específica. 

3. Los miembros de las Corporaciones locales que no tengan 
dedicación exclusiva en dicha condición tendrán garantizada, durante el 
período de su mandato, la permanencia en el centro o centros de trabajo 
públicos o privados en el que estuvieran prestando servicios en el 
momento de la elección, sin que puedan ser trasladados u obligados a 
concursar a otras plazas vacantes en distintos lugares. 

Artículo 75. 

1. Los miembros de las Corporaciones locales percibirán retribuciones 
por el ejercicio de sus cargos cuando los desempeñen con dedicación 
exclusiva, en cuyo caso serán dados de alta en el Régimen general de la 
Seguridad Social, asumiendo las Corporaciones el pago de las cuotas 
empresariales que corresponda, salvo lo dispuesto en el artículo anterior. 

En el supuesto de tales retribuciones, su percepción será incompatible 
con la de otras retribuciones con cargo a los presupuestos de las 
Administraciones públicas y de los entes, organismos o empresas de ellas 
dependientes, así como para el desarrollo de otras actividades, todo ello 
en los términos de la Ley 53/1984, de 26 de diciembre, de 
Incompatibilidades del Personal al Servicio de las Administraciones 
Públicas. 

2. Los miembros de las Corporaciones locales que desempeñen sus 
cargos con dedicación parcial por realizar funciones de presidencia, 
vicepresidencia u ostentar delegaciones, o desarrollar responsabilidades 
que así lo requieran, percibirán retribuciones por el tiempo de dedicación 
efectiva a las mismas, en cuyo caso serán igualmente dados de alta en el 
Régimen General de la Seguridad Social en tal concepto, asumiendo las 
Corporaciones las cuotas empresariales que corresponda, salvo lo 
dispuesto en el artículo anterior. Dichas retribuciones no podrán superar 



en ningún caso los límites que se fijen, en su caso, en las Leyes de 
Presupuestos Generales del Estado. En los acuerdos plenarios de 
determinación de los cargos que lleven aparejada esta dedicación parcial 
y de las retribuciones de los mismos, se deberá contener el régimen de la 
dedicación mínima necesaria para la percepción de dichas retribuciones. 

Los miembros de las Corporaciones locales que sean personal de las 
Administraciones públicas y de los entes, organismos y empresas de ellas 
dependientes solamente podrán percibir retribuciones por su dedicación 
parcial a sus funciones fuera de su jornada en sus respectivos centros de 
trabajo, en los términos señalados en el artículo 5 de la Ley 53/1984, de 
26 de diciembre, sin perjuicio de lo dispuesto en el apartado sexto del 
presente artículo. 

3. Sólo los miembros de la Corporación que no tengan dedicación 
exclusiva ni dedicación parcial percibirán asistencias por la concurrencia 
efectiva a las sesiones de los órganos colegiados de la Corporación de que 
formen parte, en la cuantía señalada por el pleno de la misma. 

4. Los miembros de las Corporaciones locales percibirán 
indemnizaciones por los gastos efectivos ocasionados en el ejercicio de su 
cargo, según las normas de aplicación general en las Administraciones 
públicas y las que en desarrollo de las mismas apruebe el pleno 
corporativo. 

5. Las Corporaciones locales consignarán en sus presupuestos las 
retribuciones, indemnizaciones y asistencias a que se hace referencia en 
los cuatro números anteriores, dentro de los límites que con carácter 
general se establezcan, en su caso. Deberán publicarse íntegramente en 
el "Boletín Oficial" de la Provincia y fijarse en el tablón de anuncios de la 
Corporación los acuerdos plenarios referentes a retribuciones de los 
cargos con dedicación exclusiva y parcial y régimen de dedicación de 
estos últimos, indemnizaciones y asistencias, así como los acuerdos del 
Presidente de la Corporación determinando los miembros de la misma que 
realizarán sus funciones en régimen de dedicación exclusiva o parcial. 

6. A efectos de lo dispuesto en el artículo 37.3.d) del Estatuto de los 
Trabajadores y en el artículo 30.2 de la Ley 30/1984, se entiende por 
tiempo indispensable para el desempeño del cargo electivo de una 
Corporación local, el necesario para la asistencia a las sesiones del pleno 
de la Corporación o de las Comisiones y atención a las Delegaciones de 
que forme parte o que desempeñe el interesado. 



7. Los representantes locales, así como los miembros no electos de la 
Junta de Gobierno Local, formularán declaración sobre causas de posible 
incompatibilidad y sobre cualquier actividad que les proporcione o pueda 
proporcionar ingresos económicos. 

Formularán asimismo declaración de sus bienes patrimoniales y de la 
participación en sociedades de todo tipo, con información de las 
sociedades por ellas participadas y de las autoliquidaciones de los 
impuestos sobre la Renta, Patrimonio y, en su caso, Sociedades. 

Tales declaraciones, efectuadas en los modelos aprobados por los 
plenos respectivos, se llevarán a cabo antes de la toma de posesión, con 
ocasión del cese y al final del mandato, así como cuando se modifiquen 
las circunstancias de hecho. 

Las declaraciones anuales de bienes y actividades serán publicadas con 
carácter anual, y en todo caso en el momento de la finalización del 
mandato, en los términos que fije el Estatuto municipal. 

Tales declaraciones se inscribirán en los siguientes Registros de 
intereses, que tendrán carácter público: 

a) La declaración sobre causas de posible incompatibilidad y 
actividades que proporcionen o puedan proporcionar ingresos 
económicos, se inscribirá, en el Registro de Actividades constituido en 
cada Entidad local. 

b) La declaración sobre bienes y derechos patrimoniales se inscribirá 
en el Registro de Bienes Patrimoniales de cada Entidad local, en los 
términos que establezca su respectivo estatuto. 

Los representantes locales y miembros no electos de la Junta de 
Gobierno Local respecto a los que, en virtud de su cargo, resulte 
amenazada su seguridad personal o la de sus bienes o negocios, la de sus 
familiares, socios, empleados o personas con quienes tuvieran relación 
económica o profesional podrán realizar la declaración de sus bienes y 
derechos patrimoniales ante el Secretario o la Secretaria de la Diputación 
Provincial o, en su caso, ante el órgano competente de la Comunidad 
Autónoma correspondiente. Tales declaraciones se inscribirán en el 
Registro Especial de Bienes Patrimoniales, creado a estos efectos en 
aquellas instituciones. 

En este supuesto, aportarán al Secretario o Secretaria de su respectiva 
entidad mera certificación simple y sucinta, acreditativa de haber 



cumplimentado sus declaraciones, y que éstas están inscritas en el 
Registro Especial de Intereses a que se refiere el párrafo anterior, que sea 
expedida por el funcionario encargado del mismo. 

8. Durante los dos años siguientes a la finalización de su mandato, a 
los representantes locales a que se refiere el apartado primero de este 
artículo que hayan ostentado responsabilidades ejecutivas en las 
diferentes áreas en que se organice el gobierno local, les serán de 
aplicación en el ámbito territorial de su competencia las limitaciones al 
ejercicio de actividades privadas establecidas en el artículo 15 de la Ley 
3/2015, de 30 de marzo, reguladora del ejercicio del alto cargo de la 
Administración General del Estado. 

A estos efectos, los Ayuntamientos podrán contemplar una 
compensación económica durante ese periodo para aquéllos que, como 
consecuencia del régimen de incompatibilidades, no puedan desempeñar 
su actividad profesional, ni perciban retribuciones económicas por otras 
actividades. 

Artículo 75 bis. Régimen retributivo de los miembros de las 
Corporaciones Locales y del personal al servicio de las Entidades 
Locales. 

1. Los miembros de las Corporaciones Locales serán retribuidos por el 
ejercicio de su cargo en los términos establecidos en el artículo anterior. 
Los Presupuestos Generales del Estado determinarán, anualmente, el 
límite máximo total que pueden percibir los miembros de las 
Corporaciones Locales por todos los conceptos retributivos y asistencias, 
excluidos los trienios a los que en su caso tengan derecho aquellos 
funcionarios de carrera que se encuentren en situación de servicios 
especiales, atendiendo entre otros criterios a la naturaleza de la 
Corporación local y a su población según la siguiente tabla: 

Habitantes Referencia 

Más de 500.000 Secretario de Estado. 



300.001 a 
500.000 

Secretario de Estado 
-10%. 

150.001 a 
300.000 

Secretario de Estado 
-20%. 

75.001 a 150.000 Secretario de Estado 
-25%. 

50.001 a 75.000 Secretario de Estado 
-35%. 

20.001 a 50.000 Secretario de Estado 
-45%. 

10.001 a 20.000 Secretario de Estado 
-50%. 

5.001 a 10.000 Secretario de Estado 
-55%. 

1.000 a 5.000 Secretario de Estado 
-60%. 



Los miembros de Corporaciones locales de población inferior a 1.000 
habitantes no tendrán dedicación exclusiva. Excepcionalmente, podrán 
desempeñar sus cargos con dedicación parcial, percibiendo sus 
retribuciones dentro de los límites máximos señalados al efecto en la Ley 
de Presupuestos Generales del Estado. 

2. Sin perjuicio de la regla general establecida en el apartado anterior, 
en el caso de las retribuciones de los Presidentes de las Diputaciones 
provinciales o entidades equivalentes, tendrán un límite máximo por 
todos los conceptos retributivos y asistencias que será igual a la 
retribución del tramo correspondiente al Alcalde o Presidente de la 
Corporación municipal más poblada de su provincia. 

En el caso de los Cabildos y Consejos Insulares, sus Presidentes 
tendrán un límite máximo por todos los conceptos retributivos y 
asistencias referenciado a la retribución del tramo correspondiente al 
Alcalde o Presidente de la Corporación municipal más poblada de su 
provincia, según la siguiente tabla: 

Habitantes Referencia 

Más de 
150.000 

Alcalde o Presidente de la Corporación municipal más 
poblada de su provincia. 

25.000 a 
150.000 

70% del Alcalde o Presidente de la Corporación municipal 
más poblada de su provincia. 

0 a 25.000 50% del Alcalde o Presidente de la Corporación municipal 
más poblada de su provincia. 

Los concejales que sean proclamados diputados provinciales o 
equivalentes deberán optar por mantener el régimen de dedicación 



exclusiva en una u otra Entidad Local, sin que en ningún caso puedan 
acumularse ambos regímenes de dedicación. 

3. Solo los miembros de la Corporación que no tengan dedicación 
exclusiva ni dedicación parcial percibirán asistencias por la concurrencia 
efectiva a las sesiones de los órganos colegiados de la Corporación de que 
formen parte, en la cuantía señalada por el Pleno de la misma. 

4. En el marco de lo establecido en la Ley Orgánica 2/2012, de 27 de 
abril, de Estabilidad Presupuestaria y Sostenibilidad Financiera, y en el 
artículo 93.2 de esta Ley, las Leyes anuales de Presupuestos Generales 
del Estado podrán establecer un límite máximo y mínimo total que por 
todos los conceptos retributivos pueda percibir el personal al servicio de 
las Entidades Locales y entidades de ellas dependientes en función del 
grupo profesional de los funcionarios públicos o equivalente del personal 
laboral, así como de otros factores que se puedan determinar en las Leyes 
de Presupuestos Generales del Estado de cada año. 

Artículo 75 ter. Limitación en el número de los cargos públicos de 
las Entidades Locales con dedicación exclusiva. 

1. De conformidad con lo establecido en el artículo 75 de esta Ley, la 
prestación de servicios en los Ayuntamientos en régimen de dedicación 
exclusiva por parte de sus miembros deberá ajustarse en todo caso a los 
siguientes límites: 

a) En los Ayuntamientos de Municipios con población inferior a 1.000 
habitantes, ningún miembro podrá prestar sus servicios en régimen de 
dedicación exclusiva. 

b) En los Ayuntamientos de Municipios con población comprendida 
entre 1.001 y 2.000 habitantes, solo un miembro podrá prestar sus 
servicios en régimen de dedicación exclusiva. 

c) En los Ayuntamientos de Municipios con población comprendida 
entre 2.001 y 3.000 habitantes, los miembros que podrán prestar sus 
servicios en régimen de dedicación exclusiva no excederá de dos. 

d) En los Ayuntamientos de Municipios con población comprendida 
entre 3.001 y 10.000 habitantes, los miembros que podrán prestar sus 
servicios en régimen de dedicación exclusiva no excederá de tres. 



e) En los Ayuntamientos de Municipios con población comprendida 
entre 10.001 y 15.000 habitantes, los miembros que podrán prestar sus 
servicios en régimen de dedicación exclusiva no excederá de cinco. 

f) En Ayuntamientos de Municipios con población comprendida entre 
15.001 y 20.000 habitantes, los miembros que podrán prestar sus 
servicios en régimen de dedicación exclusiva no excederá de siete. 

g) En los Ayuntamientos de Municipios con población comprendida 
entre 20.001 y 35.000 habitantes, los miembros que podrán prestar sus 
servicios en régimen de dedicación exclusiva no excederá de diez. 

h) En los Ayuntamientos de Municipios con población comprendida 
entre 35.001 y 50.000 habitantes, los miembros que podrán prestar sus 
servicios en régimen de dedicación exclusiva no excederá de once. 

i) En los Ayuntamientos de Municipios con población comprendida 
entre 50.001 y 100.000 habitantes, los miembros que podrán prestar sus 
servicios en régimen de dedicación exclusiva no excederá de quince. 

j) En los Ayuntamientos de Municipios con población comprendida 
entre 100.001 y 300.000 habitantes, los miembros que podrán prestar 
sus servicios en régimen de dedicación exclusiva no excederá de 
dieciocho. 

k) En los Ayuntamientos de Municipios con población comprendida 
entre 300.001 y 500.000 habitantes, los miembros que podrán prestar 
sus servicios en régimen de dedicación exclusiva no excederá de veinte. 

l) En los Ayuntamientos de Municipios con población comprendida 
entre 500.001 y 700.000 habitantes, los miembros que podrán prestar 
sus servicios en régimen de dedicación exclusiva no excederá de 
veintidós. 

m) En los Ayuntamientos de Municipios con población comprendida 
entre 700.001 y 1.000.000 habitantes, los miembros que podrán prestar 
sus servicios en régimen de dedicación exclusiva no excederá de 
veinticinco. 

n) En los Ayuntamientos de Municipios de Madrid y Barcelona, los 
miembros que podrán prestar sus servicios en régimen de dedicación 
exclusiva no excederán, respectivamente, de cuarenta y cinco y de treinta 
y dos. 



2. El número máximo de miembros que podrán prestar sus servicios en 
régimen de dedicación exclusiva en las Diputaciones provinciales será el 
mismo que el del tramo correspondiente a la Corporación del municipio 
más poblado de su provincia. 

3. En los Cabildos y Consejos Insulares el número máximo de 
miembros que podrán prestar sus servicios en régimen de dedicación 
exclusiva se determinará en función del siguiente criterio: en las islas con 
más de 800.000 habitantes se reduce en 2 respecto al número actual de 
miembros de cabildo, y en las de menos de 800.000 habitantes el 60% de 
los cargos electos en cada Cabildo Insular. 

Artículo 76. 

Sin perjuicio de las causas de incompatibilidad establecidas por la Ley, 
los miembros de las Corporaciones locales deberán abstenerse de 
participar en la deliberación, votación, decisión y ejecución de todo asunto 
cuando concurra alguna de las causas a que se refiere la legislación de 
procedimiento administrativo y contratos de las Administraciones 
Públicas. La actuación de los miembros en que concurran tales motivos 
implicará, cuando haya sido determinante, la invalidez de los actos en que 
hayan intervenido. 

Artículo 77. 

Todos los miembros de las Corporaciones locales tienen derecho a 
obtener del Alcalde o Presidente o de la Comisión de Gobierno cuantos 
antecedentes, datos o informaciones obren en poder de los servicios de la 
Corporación y resulten precisos para el desarrollo de su función. 

La solicitud de ejercicio del derecho recogido en el párrafo anterior 
habrá de ser resuelta motivadamente en los cinco días naturales 
siguientes a aquél en que se hubiese presentado. 

Artículo 78. 

1. Los miembros de las Corporaciones locales están sujetos a 
responsabilidad civil y penal por los actos y omisiones realizados en el 
ejercicio de su cargo. Las responsabilidades se exigirán ante los 
Tribunales de Justicia competentes y se tramitarán por el procedimiento 
ordinario aplicable. 

2. Son responsables de los acuerdos de las Corporaciones locales los 
miembros de las mismas que los hubiesen votado favorablemente. 



3. Las Corporaciones locales podrán exigir la responsabilidad de sus 
miembros cuando por dolo o culpa grave, hayan causado daños y 
perjuicios a la Corporación o a terceros, si éstos hubiesen sido 
indemnizados por aquélla. 

4. Los Presidentes de las Corporaciones locales podrán sancionar con 
multa a los miembros de las mismas, por falta no justificada de asistencia 
a las sesiones o incumplimiento reiterado de sus obligaciones, en los 
términos que determine la Ley de la Comunidad Autónoma y, 
supletoriamente, la del Estado. 

TÍTULO VI 

Bienes, actividades y servicios, y contratación 

CAPÍTULO I 

Bienes 

Artículo 79. 

1. El patrimonio de las entidades locales está constituido por el 
conjunto de bienes, derechos y acciones que les pertenezcan. 

2. Los bienes de las entidades locales son de dominio público o 
patrimoniales. 

3. Son bienes de dominio público los destinados a un uso o servicio 
público. Tienen la consideración de comunales aquellos cuyo 
aprovechamiento corresponda al común de los vecinos. 

Artículo 80. 

1. Los bienes comunales y demás bienes de dominio público son 
inalienables, inembargables e imprescriptibles y no están sujetos a tributo 
alguno. 

2. Los bienes patrimoniales se rigen por su legislación específica y, en 
su defecto, por las normas de Derecho privado. 

Artículo 81. 



1. La alteración de la calificación jurídica de los bienes de las entidades 
locales requiere expediente en el que se acrediten su oportunidad y 
legalidad. 

2. No obstante, la alteración se produce automáticamente en los 
siguientes supuestos: 

a) Aprobación definitiva de los planes de ordenación urbana y de los 
proyectos de obras y servicios. 

b) Adscripción de bienes patrimoniales por más de veinticinco años a 
un uso o servicio públicos. 

Artículo 82. 

Las entidades locales gozan, respecto de sus bienes, de las siguientes 
prerrogativas: 

a) La de recuperar por sí mismas su posesión en cualquier momento 
cuando se trate de los de dominio público, y en el plazo de un año, los 
patrimoniales. 

b) La de deslinde, que se ajustará a lo dispuesto en la legislación del 
Patrimonio del Estado y, en su caso, en la legislación de los montes. 

Artículo 83. 

Los montes vecinales en mano común se regulan por su legislación 
específica. 

CAPÍTULO II 

Actividades y servicios 

Artículo 84. 

1. Las Entidades locales podrán intervenir la actividad de los 
ciudadanos a través de los siguientes medios: 

a) Ordenanzas y bandos. 

b) Sometimiento a previa licencia y otros actos de control preventivo. 
No obstante, cuando se trate del acceso y ejercicio de actividades de 
servicios incluidas en el ámbito de aplicación de la Ley 17/2009, de 23 de 



noviembre, sobre el libre acceso a las actividades de servicios y su 
ejercicio, se estará a lo dispuesto en la misma. 

c) Sometimiento a comunicación previa o a declaración responsable, 
de conformidad con lo establecido en el artículo 71 bis de la Ley 30/1992, 
de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas 
y del Procedimiento Administrativo Común. 

d) Sometimiento a control posterior al inicio de la actividad, a efectos 
de verificar el cumplimiento de la normativa reguladora de la misma. 

e) Órdenes individuales constitutivas de mandato para la ejecución de 
un acto o la prohibición del mismo. 

2. La actividad de intervención de las Entidades locales se ajustará, en 
todo caso, a los principios de igualdad de trato, necesidad y 
proporcionalidad con el objetivo que se persigue. 

3. Las licencias o autorizaciones otorgadas por otras Administraciones 
Públicas no eximen a sus titulares de obtener las correspondientes 
licencias de las Entidades locales, respetándose en todo caso lo dispuesto 
en las correspondientes leyes sectoriales. 

Artículo 84 bis. 

1. Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo anterior, con carácter 
general, el ejercicio de actividades no se someterá a la obtención de 
licencia u otro medio de control preventivo. 

No obstante, podrá exigirse una licencia u otro medio de control 
preventivo respecto a aquellas actividades económicas: 

a) Cuando esté justificado por razones de orden público, seguridad 
pública, salud pública o protección del medio ambiente en el lugar 
concreto donde se realiza la actividad, y estas razones no puedan 
salvaguardarse mediante la presentación de una declaración responsable 
o de una comunicación. 

b) Cuando por la escasez de recursos naturales, la utilización de 
dominio público, la existencia de inequívocos impedimentos técnicos o en 
función de la existencia de servicios públicos sometidos a tarifas 
reguladas, el número de operadores económicos del mercado sea 
limitado. 



2. Las instalaciones o infraestructuras físicas para el ejercicio de 
actividades económicas solo se someterán a un régimen de autorización 
cuando lo establezca una Ley que defina sus requisitos esenciales y las 
mismas sean susceptibles de generar daños sobre el medioambiente y el 
entorno urbano, la seguridad o la salud públicas y el patrimonio histórico 
y resulte proporcionado. La evaluación de este riesgo se determinará en 
función de las características de las instalaciones, entre las que estarán 
las siguientes: 

a) La potencia eléctrica o energética de la instalación. 

b) La capacidad o aforo de la instalación. 

c) La contaminación acústica. 

d) La composición de las aguas residuales que emita la instalación y su 
capacidad de depuración. 

e) La existencia de materiales inflamables o contaminantes. 

f) Las instalaciones que afecten a bienes declarados integrantes del 
patrimonio histórico. 

3. En caso de existencia de licencias o autorizaciones concurrentes 
entre una Entidad Local y otra Administración, la Entidad Local deberá 
motivar expresamente en la justificación de la necesidad de la 
autorización o licencia el interés general concreto que se pretende 
proteger y que éste no se encuentra ya cubierto mediante otra 
autorización ya existente. 

Artículo 84 ter. 

Cuando el ejercicio de actividades no precise autorización habilitante y 
previa, las Entidades locales deberán establecer y planificar los 
procedimientos de comunicación necesarios, así como los de verificación 
posterior del cumplimiento de los requisitos precisos para el ejercicio de la 
misma por los interesados previstos en la legislación sectorial. 

Artículo 85. 

1. Son servicios públicos locales los que prestan las entidades locales 
en el ámbito de sus competencias. 



2. Los servicios públicos de competencia local habrán de gestionarse 
de la forma más sostenible y eficiente de entre las enumeradas a 
continuación: 

A) Gestión directa: 

a) Gestión por la propia Entidad Local. 

b) Organismo autónomo local. 

c) Entidad pública empresarial local. 

d) Sociedad mercantil local, cuyo capital social sea de titularidad 
pública. 

Solo podrá hacerse uso de las formas previstas en las letras c) y d) 
cuando quede acreditado mediante memoria justificativa elaborada al 
efecto que resultan más sostenibles y eficientes que las formas dispuestas 
en las letras a) y b), para lo que se deberán tener en cuenta los criterios 
de rentabilidad económica y recuperación de la inversión. Además, deberá 
constar en el expediente la memoria justificativa del asesoramiento 
recibido que se elevará al Pleno para su aprobación en donde se incluirán 
los informes sobre el coste del servicio, así como, el apoyo técnico 
recibido, que deberán ser publicitados. A estos efectos, se recabará 
informe del interventor local quien valorará la sostenibilidad financiera de 
las propuestas planteadas, de conformidad con lo previsto en el artículo 4 
de la Ley Orgánica 2/2012, de 27 de abril, de Estabilidad Presupuestaria y 
Sostenibilidad Financiera. 

B) Gestión indirecta, mediante las distintas formas previstas para el 
contrato de gestión de servicios públicos en el texto refundido de la Ley 
de Contratos del Sector Público, aprobado por Real Decreto Legislativo 
3/2011, de 14 de noviembre. 

La forma de gestión por la que se opte deberá tener en cuenta lo 
dispuesto en el artículo 9 del Estatuto Básico del Empleado Público, 
aprobado por Ley 7/2007, de 12 de abril, en lo que respecta al ejercicio 
de funciones que corresponden en exclusiva a funcionarios públicos. 

Artículo 85 bis. 

1. La gestión directa de los servicios de la competencia local mediante 
las formas de organismos autónomos locales y de entidades públicas 



empresariales locales se regirán, respectivamente, por lo dispuesto en los 
artículos 45 a 52 y 53 a 60 de la Ley 6/1997, de 14 de abril, de 
Organización y Funcionamiento de la Administración General del Estado, 
en cuanto les resultase de aplicación, con las siguientes especialidades: 

a) Su creación, modificación, refundición y supresión corresponderá al 
Pleno de la entidad local, quien aprobará sus estatutos. Deberán quedar 
adscritas a una Concejalía, Área u órgano equivalente de la entidad local, 
si bien, en el caso de las entidades públicas empresariales, también 
podrán estarlo a un organismo autónomo local. Excepcionalmente, podrán 
existir entidades públicas empresariales cuyos estatutos les asignen la 
función de dirigir o coordinar a otros entes de la misma o distinta 
naturaleza. 

b) El titular del máximo órgano de dirección de los mismos deberá ser 
un funcionario de carrera o laboral de las Administraciones públicas o un 
profesional del sector privado, titulados superiores en ambos casos, y con 
más de cinco años de ejercicio profesional en el segundo. En los 
municipios señalados en el título X, tendrá la consideración de órgano 
directivo. 

c) En los organismos autónomos locales deberá existir un consejo 
rector, cuya composición se determinará en sus estatutos. 

d) En las entidades públicas empresariales locales deberá existir un 
consejo de administración, cuya composición se determinará en sus 
Estatutos. El secretario del Consejo de Administración, que debe ser un 
funcionario público al que se exija para su ingreso titulación superior, 
ejercerá las funciones de fe pública y asesoramiento legal de los órganos 
unipersonales y colegiados de estas entidades. 

e) La determinación y modificación de las condiciones retributivas, 
tanto del personal directivo como del resto del personal, deberán 
ajustarse en todo caso a las normas que al respecto apruebe el Pleno o la 
Junta de Gobierno, según corresponda. 

f) Estarán sometidos a controles específicos sobre la evolución de los 
gastos de personal y de la gestión de sus recursos humanos por las 
correspondientes concejalías, áreas u órganos equivalentes de la entidad 
local. 

g) Su inventario de bienes y derechos se remitirá anualmente a la 
concejalía, área u órgano equivalente de la entidad local. 



h) Será necesaria la autorización de la concejalía, área u órgano 
equivalente de la entidad local a la que se encuentren adscritos, para 
celebrar contratos de cuantía superior a las cantidades previamente 
fijadas por aquélla. 

i) Estarán sometidos a un control de eficacia por la concejalía, área u 
órgano equivalente de la entidad local a la que estén adscritos. 

j) Cualquier otra referencia a órganos estatales efectuada en la Ley 
6/1997, de 14 de abril, y demás normativa estatal aplicable, se entenderá 
realizada a los órganos competentes de la entidad local. 

Las referencias efectuadas en el presente artículo a la Junta de 
Gobierno, se entenderán efectuadas al Pleno en los municipios en que no 
exista aquélla. 

2. Los estatutos de los organismos autónomos locales y de las 
entidades públicas empresariales locales comprenderán los siguientes 
extremos: 

a) La determinación de los máximos órganos de dirección del 
organismo, ya sean unipersonales o colegiados, así como su forma de 
designación, con respeto en todo caso a lo dispuesto en el apartado 
anterior, con indicación de aquellos actos y resoluciones que agoten la vía 
administrativa. 

b) Las funciones y competencias del organismo, con indicación de las 
potestades administrativas generales que éste puede ejercitar. 

c) En el caso de las entidades públicas empresariales, los estatutos 
también determinarán los órganos a los que se confiera el ejercicio de las 
potestades administrativas. 

d) El patrimonio que se les asigne para el cumplimiento de sus fines y 
los recursos económicos que hayan de financiar el organismo. 

e) El régimen relativo a recursos humanos, patrimonio y contratación. 

f) El régimen presupuestario, económico-financiero, de contabilidad, de 
intervención, control financiero y control de eficacia, que serán, en todo 
caso, conformes con la legislación sobre las Haciendas Locales y con lo 
dispuesto en el capítulo III del título X de esta ley. 



3. Los estatutos deberán ser aprobados y publicados con carácter 
previo a la entrada en funcionamiento efectivo del organismo público 
correspondiente. 

Artículo 85 ter. 

1. Las sociedades mercantiles locales se regirán íntegramente, 
cualquiera que sea su forma jurídica, por el ordenamiento jurídico 
privado, salvo las materias en que les sea de aplicación la normativa 
presupuestaria, contable, de control financiero, de control de eficacia y 
contratación, y sin perjuicio de lo señalado en el apartado siguiente de 
este artículo. 

2. La sociedad deberá adoptar una de las formas previstas en el texto 
refundido de la Ley de Sociedades de Capital aprobado por el Real 
Decreto Legislativo 1/2010, de 2 de julio, y en la escritura de constitución 
constará el capital que deberá ser aportado por las Administraciones 
Públicas o por las entidades del sector público dependientes de las 
mismas a las que corresponda su titularidad. 

3. Los estatutos determinarán la forma de designación y el 
funcionamiento de la Junta General y del Consejo de Administración, así 
como los máximos órganos de dirección de las mismas. 

Artículo 86. 

1. Las Entidades Locales podrán ejercer la iniciativa pública para el 
desarrollo de actividades económicas, siempre que esté garantizado el 
cumplimiento del objetivo de estabilidad presupuestaria y de la 
sostenibilidad financiera del ejercicio de sus competencias. En el 
expediente acreditativo de la conveniencia y oportunidad de la medida 
habrá de justificarse que la iniciativa no genera riesgo para la 
sostenibilidad financiera del conjunto de la Hacienda municipal debiendo 
contener un análisis del mercado, relativo a la oferta y a la demanda 
existente, a la rentabilidad y a los posibles efectos de la actividad local 
sobre la concurrencia empresarial. 

Corresponde al pleno de la respectiva Corporación local la aprobación 
del expediente, que determinará la forma concreta de gestión del servicio. 

2. Se declara la reserva en favor de las Entidades Locales de las 
siguientes actividades o servicios esenciales: abastecimiento domiciliario y 
depuración de aguas; recogida, tratamiento y aprovechamiento de 
residuos, y transporte público de viajeros, de conformidad con lo previsto 



en la legislación sectorial aplicable. El Estado y las Comunidades 
Autónomas, en el ámbito de sus respectivas competencias, podrán 
establecer, mediante Ley, idéntica reserva para otras actividades y 
servicios. 

La efectiva ejecución de estas actividades en régimen de monopolio 
requiere, además del acuerdo de aprobación del pleno de la 
correspondiente Corporación local, la aprobación por el órgano 
competente de la Comunidad Autónoma. 

3. En todo caso, la Administración del Estado podrá impugnar los actos 
y acuerdos previstos en este artículo, con arreglo a lo dispuesto en el 
Capítulo III del Título V de esta Ley, cuando incumplan la legislación de 
estabilidad presupuestaria y sostenibilidad financiera. 

Artículo 87. 

(Derogado). 

CAPÍTULO III 

Contratación 

Artículo 88. 

(Derogado) 

TÍTULO VII 

Personal al servicio de las Entidades locales 

CAPÍTULO I 

Disposiciones generales 

Artículo 89. 

El personal al servicio de las entidades locales estará integrado por 
funcionarios de carrera, contratados en régimen de derecho laboral y 
personal eventual que desempeña puestos de confianza o asesoramiento 
especial. 

Artículo 90. 



1. Corresponde a cada Corporación local aprobar anualmente, a través 
del Presupuesto, la plantilla, que deberá comprender todos los puestos de 
trabajo reservados a funcionarios, personal laboral y eventual. 

Las plantillas deberán responder a los principios de racionalidad, 
economía y eficiencia y establecerse de acuerdo con la ordenación general 
de la economía, sin que los gastos de personal puedan rebasar los límites 
que se fijen con carácter general. 

2. Las Corporaciones locales formarán la relación de todos los puestos 
de trabajo existentes en su organización, en los términos previstos en la 
legislación básica sobre función pública. 

Corresponde al Estado establecer las normas con arreglo a las cuales 
hayan de confeccionarse las relaciones de puestos de trabajo, la 
descripción de puestos de trabajo tipo y las condiciones requeridas para 
su creación, así como las normas básicas de la carrera administrativa, 
especialmente por lo que se refiere a la promoción de los funcionarios a 
niveles y grupos superiores. 

3. Las Corporaciones locales constituirán Registros de personal, 
coordinados con los de las demás Administraciones públicas, según las 
normas aprobadas por el Gobierno. Los datos inscritos en tal Registro 
determinarán las nóminas, a efectos de la debida justificación de todas las 
retribuciones. 

Artículo 91. 

1. Las Corporaciones locales formarán públicamente su oferta de 
empleo, ajustándose a los criterios fijados en la normativa básica estatal. 

2. La selección de todo el personal, sea funcionario o laboral, debe 
realizarse de acuerdo con la oferta de empleo público, mediante 
convocatoria pública y a través del sistema de concurso, oposición o 
concurso-oposición libre en los que se garanticen, en todo caso, los 
principios constitucionales de igualdad, mérito y capacidad, así como el de 
publicidad. 

CAPÍTULO II 

Disposiciones comunes a los funcionarios de carrera 

Artículo 92. Funcionarios al servicio de la Administración local. 



1. Los funcionarios al servicio de la Administración local se rigen, en lo 
no dispuesto en esta Ley, por la Ley 7/2007, de 12 de abril, del Estatuto 
Básico del Empleado Público, por la restante legislación del Estado en 
materia de función pública, así como por la legislación de las 
Comunidades Autónomas, en los términos del artículo 149.1.18.ª de la 
Constitución. 

2. Con carácter general, los puestos de trabajo en la Administración 
local y sus Organismos Autónomos serán desempeñados por personal 
funcionario. 

3. Corresponde exclusivamente a los funcionarios de carrera al servicio 
de la Administración local el ejercicio de las funciones que impliquen la 
participación directa o indirecta en el ejercicio de las potestades públicas 
o en la salvaguardia de los intereses generales. Igualmente son funciones 
públicas, cuyo cumplimiento queda reservado a funcionarios de carrera, 
las que impliquen ejercicio de autoridad, y en general, aquellas que en 
desarrollo de la presente Ley, se reserven a los funcionarios para la mejor 
garantía de la objetividad, imparcialidad e independencia en el ejercicio 
de la función. 

Artículo 92 bis. Funcionarios de administración local con 
habilitación de carácter nacional. 

1. Son funciones públicas necesarias en todas las Corporaciones 
locales, cuya responsabilidad administrativa está reservada a funcionarios 
de administración local con habilitación de carácter nacional: 

a) La de Secretaría, comprensiva de la fe pública y el asesoramiento 
legal preceptivo. 

b) El control y la fiscalización interna de la gestión 
económico-financiera y presupuestaria, y la contabilidad, tesorería y 
recaudación. 

No obstante, en los municipios de gran población se tendrá en cuenta 
lo dispuesto en el Título X de la presente Ley y en los municipios de 
Madrid y de Barcelona la regulación contenida en las Leyes 22/2006, de 4 
de julio, de Capitalidad y de Régimen Especial de Madrid y 1/2006, de 13 
de marzo, por la que se regula el Régimen Especial del municipio de 
Barcelona respectivamente. 



2. La escala de funcionarios de administración local con habilitación de 
carácter nacional se subdivide en las siguientes subescalas: 

a) Secretaría, a la que corresponden las funciones contenidas en el 
apartado 1.a) anterior. 

b) Intervención-tesorería, a la que corresponden las funciones 
contenidas en el apartado 1.b). 

c) Secretaría-intervención a la que corresponden las funciones 
contenidas en los apartados 1.a) y 1.b). 

3. Los funcionarios de las subescalas de Secretaría e 
Intervención-tesorería estarán integrados en una de estas dos categorías: 
entrada o superior. 

4. El Gobierno, mediante real decreto, regulará las especialidades de la 
creación, clasificación y supresión de puestos reservados a funcionarios 
de administración local con habilitación de carácter nacional así como las 
que puedan corresponder a su régimen disciplinario y de situaciones 
administrativas. 

5. La aprobación de la oferta de empleo público, selección, formación y 
habilitación de los funcionarios de administración local con habilitación de 
carácter nacional corresponde al Estado, a través del Ministerio de 
Hacienda y Administraciones Públicas, conforme a las bases y programas 
aprobados reglamentariamente. 

6. El Gobierno, mediante real decreto, regulará las especialidades 
correspondientes de la forma de provisión de puestos reservados a 
funcionarios de administración local con habilitación de carácter nacional. 
En todo caso, el concurso será el sistema normal de provisión de puestos 
de trabajo. El ámbito territorial de los concursos será de carácter estatal. 

Los méritos generales, de preceptiva valoración, se determinarán por 
la Administración del Estado, y su puntuación alcanzará un mínimo del 
80% del total posible conforme al baremo correspondiente. Los méritos 
correspondientes a las especialidades de la Comunidad Autónoma se 
fijarán por cada una de ellas y su puntuación podrá alcanzar hasta un 
15% del total posible. Los méritos correspondientes a las especialidades 
de la Corporación local se fijarán por ésta, y su puntuación alcanzará 
hasta un 5% del total posible. 



Existirán dos concursos anuales: el concurso ordinario y el concurso 
unitario, que tendrá naturaleza supletoria. El concurso unitario será 
convocado por la Administración del Estado. Las Corporaciones locales con 
puestos vacantes aprobarán las bases del concurso ordinario, de acuerdo 
con el modelo de convocatoria y bases comunes que se aprueben en el 
real decreto previsto en el apartado anterior, y efectuarán las 
convocatorias, remitiéndolas a la correspondiente Comunidad Autónoma 
para su publicación simultánea en los diarios oficiales. 

Excepcionalmente, en las Entidades Locales incluidas en el ámbito 
subjetivo definido en los artículos 111 y 135 del texto refundido de la Ley 
Reguladora de Haciendas Locales, aprobado por el Real Decreto 
Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, así como las Diputaciones Provinciales, 
Áreas Metropolitanas, Cabildos y Consejos Insulares y las ciudades con 
estatuto de autonomía de Ceuta y Melilla, los puestos de trabajo con 
funciones reservadas a funcionarios de administración local con 
habilitación de carácter nacional se podrán cubrir por el sistema de libre 
designación entre funcionarios de la subescala y categoría 
correspondiente. También se podrán cubrir por este sistema los puestos 
de trabajo de los titulares de los órganos directivos a los que se refiere el 
artículo 130 de esta Ley, a los que no correspondan aquellas funciones 
reservadas. 

En los supuestos de cese de aquellos funcionarios que tengan 
asignadas las funciones contenidas en el apartado 1 de este artículo y que 
hubieran sido nombrados por libre designación, el acuerdo del cese 
deberá ser comunicado al órgano competente de la Administración 
General del Estado en materia de Función Pública. Esta comunicación 
deberá incluir la correspondiente motivación del cese referido al 
desempeño profesional del funcionario. 

Acordado el cese en un puesto de libre designación, la Corporación 
local deberá asignar al funcionario cesado un puesto de trabajo de su 
mismo grupo de titulación. 

7. Las Comunidades Autónomas efectuarán, de acuerdo con la 
normativa establecida por la Administración del Estado, los 
nombramientos provisionales de funcionarios con habilitación de carácter 
nacional, así como las comisiones de servicios, acumulaciones, 
nombramientos de personal interino y de personal accidental. 

8. Los funcionarios deberán permanecer en cada puesto de trabajo, 
obtenido por concurso, un mínimo de dos años para poder participar en 
los concursos de provisión de puestos de trabajo o ser nombrados con 



carácter provisional en otro puesto de trabajo, salvo en el ámbito de una 
misma Entidad Local. 

Excepcionalmente, antes del transcurso de dicho plazo, se podrán 
efectuar nombramientos con carácter provisional por el Ministerio de 
Hacienda y Administraciones Públicas, siempre que existan razones y 
circunstancias que requieran la cobertura del puesto con carácter urgente 
por estos funcionarios, y la imposibilidad de efectuar un nombramiento 
provisional conforme a lo establecido en el párrafo anterior. 

Reglamentariamente se establecerán las circunstancias excepcionales 
que justifiquen la solicitud de un nombramiento provisional, debiendo 
tenerse en cuenta, en todo caso, el posible perjuicio o menoscabo que se 
generaría en la Entidad Local en la que se ocupe el puesto en el momento 
de la solicitud. 

9. En el Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas existirá un 
Registro de funcionarios de administración local con habilitación de 
carácter nacional integrado con las Comunidades Autónomas, donde se 
inscribirán y anotarán todos los actos que afecten a la vida administrativa 
de estos funcionarios. 

10. Son órganos competentes para la incoación de expedientes 
disciplinarios a los funcionarios de administración local con habilitación de 
carácter nacional los siguientes: 

a) El órgano correspondiente de la Corporación donde el funcionario 
hubiera cometido los hechos que se le imputan, cuando pudieran ser 
constitutivos de falta leve. 

b) La Comunidad Autónoma respecto a funcionarios de corporaciones 
locales en su ámbito territorial, salvo cuando los hechos denunciados 
pudieran ser constitutivos de faltas muy graves tipificadas en la normativa 
básica estatal. 

c) El Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas cuando los 
hechos denunciados pudieran ser constitutivos de faltas muy graves, 
tipificadas en la normativa básica estatal. 

El órgano competente para acordar la incoación del expediente lo será 
también para nombrar instructor del mismo y decretar o alzar la 
suspensión provisional del expedientado, así como para instruir diligencias 
previas antes de decidir sobre tal incoación. 



La instrucción del expediente se efectuará por un funcionario de 
carrera de cualquiera de los Cuerpos o Escalas del Subgrupo A1 de 
titulación, incluida la Escala de Funcionarios con Habilitación de carácter 
nacional, que cuente con conocimientos en la materia a la que se refiera 
la infracción. 

11. Son órganos competentes para la imposición de sanciones 
disciplinarias a los funcionarios de administración local con habilitación de 
carácter nacional los siguientes: 

a) El Ministro de Hacienda y Administraciones Públicas, cuando la 
sanción que recaiga sea por falta muy grave, tipificada en la normativa 
básica estatal. 

b) La Comunidad Autónoma, cuando se trate de imponer sanciones de 
suspensión de funciones y destitución, no comprendidas en el párrafo 
anterior. 

c) El órgano local competente, cuando se trate de imponer sanciones 
por faltas leves. 

La sanción impuesta se ejecutará en sus propios términos, aun cuando 
en el momento de la ejecución, el funcionario se encontrara ocupando un 
puesto distinto a aquel en el que se produjeron los hechos que dieron 
lugar a la sanción. 

La sanción de destitución implicará la pérdida del puesto de trabajo, 
con la prohibición de obtener destino en la misma Corporación en la que 
tuvo lugar la sanción, en el plazo que se fije, con el máximo de seis años, 
para las faltas muy graves, y de tres años para las faltas graves. 

La sanción de suspensión de funciones tendrá una duración máxima de 
seis años, para las faltas muy graves, y de tres años para las faltas 
graves. 

Artículo 93. 

1. Las retribuciones básicas de los funcionarios locales tendrán la 
misma estructura e idéntica cuantía que las establecidas con carácter 
general para toda la función pública. 

2. Las retribuciones complementarias se atendrán, asimismo, a la 
estructura y criterios de valoración objetiva de las del resto de los 
funcionarios públicos. Su cuantía global será fijada por el Pleno de la 



Corporación dentro de los límites máximos y mínimos que se señalen por 
el Estado. 

3. Las Corporaciones locales reflejarán anualmente en sus 
presupuestos la cuantía de las retribuciones de sus funcionarios en los 
términos previstos en la legislación básica sobre función pública. 

Artículo 94. 

La jornada de trabajo de los funcionarios de la Administración local 
será en cómputo anual la misma que se fije para los funcionarios de la 
Administración Civil del Estado. 

Se les aplicarán las mismas normas sobre equivalencia y reducción de 
jornada. 

Artículo 95. 

La participación de los funcionarios, a través de sus organizaciones 
sindicales, en la determinación de sus condiciones de empleo, será la 
establecida con carácter general para todas las Administraciones Públicas 
en el Estatuto básico de la función publica. 

Artículo 96. 

El Instituto de Estudios de Administración Local desarrollará cursos de 
perfeccionamiento, especialización y promoción para los funcionarios al 
servicio de las entidades locales, y colaborará en dichas funciones con los 
Institutos o Escuelas de funcionarios de las Comunidades Autónomas, así 
como con las instituciones de este tipo que acuerden constituir las propias 
Corporaciones. 

Artículo 97. 

Los anuncios de convocatorias de pruebas de acceso a la función 
pública local y de concursos para la provisión de puestos de trabajo 
deberán publicarse en el «Boletín Oficial del Estado». 

Las bases se publicarán en el «Boletín Oficial de la Provincia», salvo las 
relativas a las convocatorias de pruebas selectivas para la obtención de la 
habilitación de carácter nacional, que se publicarán en el «Boletín Oficial 
del Estado». 

CAPÍTULO III 



Selección y formación de los funcionarios con 
habilitación de carácter nacional y sistema de 

provisión de plazas 

Téngase en cuenta que este Capítulo, derogado por la disposición derogatoria 
única.d) de la Ley del Estatuto Básico del Empleado Público, texto refundido 
aprobado por Real Decreto Legislativo 5/2015, de 30 de octubre. Ref. 
BOE-A-2015-11719. se mantendrá vigente en tanto no se oponga a lo 
establecido en el mismo hasta que se dicten las Leyes de Función Pública y las 
normas reglamentarias de desarrollo, según establece su disposición final 4.2. 

Artículo 98. 

1. La selección, formación y habilitación de los funcionarios a que se 
refiere el número 3 del artículo 92 corresponde al Instituto de Estudios de 
Administración Local, conforme a las bases y programas aprobados 
reglamentariamente. 

Podrá descentralizarse territorialmente la realización de las pruebas de 
selección para el acceso a los cursos de formación en relación con las 
Corporaciones de determinado nivel de población, en los términos que 
establezca la Administración del Estado. 

El Instituto de Estudios de Administración Local, deberá encomendar, 
mediante convenio, a los Institutos o Escuelas de funcionarios de las 
Comunidades Autónomas que así lo soliciten, la formación, por 
delegación, de los funcionarios que deben obtener una habilitación de 
carácter nacional. 

2. Quienes hayan obtenido la habilitación a que se refiere el número 
anterior ingresarán en la Función Pública Local y estarán legitimados para 
participar en los concursos de méritos convocados para la provisión de las 
plazas o puestos de trabajo reservados a estos funcionarios en las 
plantillas de cada entidad local. 

Artículo 99. 

1. El concurso será el sistema normal de provisión de puestos de 
trabajo y en él se tendrán en cuenta los méritos generales, entre los que 
figuran la posesión de un determinado grado personal, la valoración del 
trabajo desarrollado, los cursos de formación y perfeccionamiento 
superados y la antigüedad; los méritos correspondientes al conocimiento 
de las especialidades de la organización territorial de cada Comunidad 

https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-2015-11719#ddunica-2
https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-2015-11719#ddunica-2


Autónoma y de la normativa autonómica, y los méritos específicos 
directamente relacionados con las características del puesto. 

Los méritos generales serán de preceptiva valoración en todo caso, se 
determinarán por la Administración del Estado, y su puntuación alcanzará 
el 65 por 100 del total posible conforme al baremo correspondiente. No 
regirá esta limitación cuando no se establezcan otros méritos. 

Los méritos correspondientes al conocimiento de las especialidades de 
la organización territorial de la Comunidad Autónoma y de su normativa 
específica se fijará por cada Comunidad Autónoma, y su puntuación podrá 
alcanzar hasta un 10 por 100 del total posible. 

Los méritos específicos se podrán determinar por cada Corporación 
local, y su puntuación alcanzará hasta un 25 por 100 del total posible. 

Las Corporaciones locales aprobarán las bases del concurso, con 
inclusión de los méritos específicos que puedan establecer los 
determinados por su Comunidad Autónoma, así como el conocimiento de 
la lengua oficial propia de la misma en los términos previstos en la 
legislación autonómica respectiva. 

Los Presidentes de las Corporaciones locales efectuarán las 
convocatorias de los concursos y las remitirán a las correspondientes 
Comunidades Autónomas para su publicación simultánea en los diarios 
oficiales, dentro de los plazos fijados reglamentariamente. Asimismo, el 
Ministerio para las Administraciones Públicas publicará en el "Boletín 
Oficial del Estado" extracto de las mismas, que servirá de base para el 
cómputo de plazos. 

Las resoluciones de los concursos se efectuarán por las Corporaciones 
locales y se remitirán al Ministerio para las Administraciones Públicas, 
quien previa coordinación de las mismas para evitar la pluralidad 
simultánea de adjudicaciones a favor de un mismo concursante, 
procederá a formalizar los nombramientos, que serán objeto de 
publicación en los diarios oficiales de las Comunidades Autónomas y en el 
"Boletín Oficial del Estado". 

El Ministerio de Administraciones Públicas efectuará, supletoriamente, 
en función de los méritos generales y los de valoración autonómica y de 
acuerdo con las Comunidades Autónomas respecto del requisito de la 
lengua, la convocatoria anual de los puestos de trabajo vacantes 
reservados a funcionarios de Administración Local con habilitación de 



carácter nacional que deban proveerse mediante concurso y que se 
encuentren en alguna de las siguientes situaciones: 

a) Aquellos puestos que, encontrándose vacantes, no hubiesen sido 
convocados por las Corporaciones Locales en el concurso ordinario. 

b) Aquellos puestos que, habiendo sido convocados en el concurso 
ordinario, se hubiesen quedado desiertos. 

c) Aquellos puestos que, habiendo sido incluidos en el concurso 
ordinario, no se hubieran adjudicado por la Corporación Local por otras 
causas. 

d) Aquellos puestos cuyas Corporaciones Locales soliciten 
expresamente su inclusión, a pesar de haber resultado vacantes con 
posterioridad a la convocatoria del concurso ordinario. La solicitud de la 
inclusión de nuevos puestos en el concurso unitario se efectuará por el 
Presidente de la Corporación que la enviará a la Dirección General para la 
Administración Local del Ministerio de Administraciones Públicas. 

2. Excepcionalmente, podrán cubrirse por el sistema de libre 
designación, entre habilitados de carácter nacional de la subescala y 
categoría correspondientes, los puestos a ellos reservados que se 
determinen en las relaciones de puestos de trabajo. Dicho sistema sólo 
podrá adoptarse, en atención al carácter directivo de sus funciones o a la 
especial responsabilidad que asuman, respecto de los puestos en 
Diputaciones Provinciales, Cabildos y Consejos Insulares, Ayuntamientos, 
capitales de Comunidad Autónoma o de provincia y de municipios con 
población superior a cien mil habitantes, siempre que tengan asignado 
nivel 30 de complemento de destino. 

Cuando se trate de puestos de intervención o tesorería, además de los 
requisitos anteriores, la cuantía mínima del presupuesto ordinario de la 
Corporación habrá de ser superior a tres mil millones de pesetas. A los 
funcionarios cesados en los mismos se les garantizará un puesto de 
trabajo de su subescala y categoría en la Corporación, que deberá figurar 
en su relación de puestos de trabajo. 

Las bases de la convocatoria para cubrir estos puestos serán 
aprobadas por el Presidente de la Corporación y contendrán la 
denominación y requisitos indispensables para desempeñarlos. 

La convocatoria, que se realizará con los requisitos de publicidad de los 
concursos, y la resolución, previa constatación de la concurrencia de los 



requisitos exigidos en la convocatoria, corresponden al Presidente de la 
Corporación, quien dará cuenta de esta última al Pleno de la misma. 

3. La toma de posesión determina la adquisición de los derechos y 
deberes funcionariales inherentes a la situación en activo, pasando a 
depender el funcionario de la correspondiente Corporación, sin perjuicio 
de la facultad disciplinaria de destitución del cargo y de separación 
definitiva del servicio que queda reservada en todo caso a la 
Administración del Estado. 

4. En todo caso, en esta última Administración se llevará un Registro 
relativo a los funcionarios locales con habilitación nacional, en el que 
deberán inscribirse, para su efectividad, todas las incidencias y 
situaciones de dichos funcionarios. 

CAPÍTULO IV 

Selección de los restantes funcionarios y reglas 
sobre provisión de puestos de trabajo 

Artículo 100. 

1. Es competencia de cada Corporación local la selección de los 
funcionarios con la excepción de los funcionarios con habilitación de 
carácter nacional. 

2. Corresponde, no obstante, a la Administración del Estado, 
establecer reglamentariamente: 

a) Las reglas básicas y los programas mínimos a que debe ajustarse el 
procedimiento de selección y formación de tales funcionarios. 

b) Los títulos académicos requeridos para tomar parte en las pruebas 
selectivas, así como los Diplomas expedidos por el Instituto de Estudios 
de Administración Local o por los Institutos o Escuelas de funcionarios 
establecidos por las Comunidades Autónomas, complementarios de los 
títulos académicos, que puedan exigirse para participar en las mismas. 

Artículo 101. 

Los puestos de trabajo vacantes que deban ser cubiertos por los 
funcionarios a que se refiere el artículo anterior se proveerán en 
convocatoria pública por los procedimientos de concurso de méritos o de 



libre designación, de acuerdo con las normas que regulen estos 
procedimientos en todas las Administraciones públicas. 

En dichas convocatorias de provisión de puestos de trabajo, además de 
la participación de los funcionarios propios de la entidad convocante, 
podrán participar los funcionarios que pertenezcan a cualquiera de las 
Administraciones públicas, quedando en este caso supeditada la 
participación a lo que al respecto establezcan las relaciones de puestos de 
trabajo. 

Artículo 102. 

1. Las pruebas de selección y los concursos para la provisión de 
puestos de trabajo, a que se refiere el presente Capítulo, se regirán por 
las bases que apruebe el Presidente de la Corporación, a quien 
corresponderá su convocatoria. 

2. En las pruebas selectivas, el tribunal u órgano similar elevará la 
correspondiente relación de aprobados al Presidente de la Corporación 
para hacer el nombramiento, a quien también corresponderá la resolución 
motivada de los concursos para la provisión de puestos de trabajo, previa 
propuesta de aquellos órganos de selección. 

CAPÍTULO V 

Del personal laboral y eventual 

Artículo 103. 

El personal laboral será seleccionado por la propia Corporación 
ateniéndose, en todo caso, a lo dispuesto en el artículo 91 y con el 
máximo respeto al principio de igualdad de oportunidades de cuantos 
reúnan los requisitos exigidos. 

Artículo 103 bis. Masa salarial del personal laboral del sector 
público local. 

1. Las Corporaciones locales aprobarán anualmente la masa salarial del 
personal laboral del sector público local respetando los límites y las 
condiciones que se establezcan con carácter básico en la correspondiente 
Ley de Presupuestos Generales del Estado. 

2. La aprobación indicada en el apartado anterior comprenderá la 
referente a la propia Entidad Local, organismos, entidades públicas 



empresariales y demás entes públicos y sociedades mercantiles locales de 
ella dependientes, así como las de los consorcios adscritos a la misma en 
virtud de lo previsto en la legislación básica de régimen jurídico de las 
Administraciones Públicas y de las fundaciones en las que concurra alguna 
de las siguientes circunstancias: 

a) Que se constituyan con una aportación mayoritaria, directa o 
indirecta, de las entidades citadas en este apartado. 

b) Que su patrimonio fundacional, con un carácter de permanencia, 
esté formado en más de un 50 por 100 por bienes o derechos aportados o 
cedidos por las referidas entidades. 

3. La masa salarial aprobada será publicada en la sede electrónica de 
la Corporación y en el Boletín Oficial de la Provincia o, en su caso, de la 
Comunidad Autónoma uniprovincial en el plazo de 20 días. 

Artículo 104. 

1. El número, características y retribuciones del personal eventual será 
determinado por el Pleno de cada Corporación, al comienzo de su 
mandato. Estas determinaciones sólo podrán modificarse con motivo de la 
aprobación de los presupuestos anuales. 

2. El nombramiento y cese de estos funcionarios es libre y corresponde 
al Alcalde o al Presidente de la entidad local correspondiente. Cesan 
automáticamente en todo caso cuando se produzca el cese o expire el 
mandato de la autoridad a la que presten su función de confianza o 
asesoramiento. 

3. Los nombramientos de funcionarios de empleo, el régimen de sus 
retribuciones y su dedicación se publicarán en el «Boletín Oficial» de la 
Provincia y, en su caso, en el propio de la Corporación. 

Artículo 104 bis. Personal eventual de las Entidades Locales. 

1. Las dotaciones de puestos de trabajo cuya cobertura corresponda a 
personal eventual en los Ayuntamientos deberán ajustarse a los 
siguientes límites y normas: 

a) Los Municipios de población entre 2.000 a 5.000 habitantes podrán 
excepcionalmente contar con un puesto de trabajo cuya cobertura 



corresponda a personal eventual cuando no haya miembros de la 
corporación local con dedicación exclusiva. 

b) Los Ayuntamientos de Municipios con población superior a 5.000 y 
no superior a 10.000 habitantes podrán incluir en sus plantillas puestos 
de trabajo de personal eventual por un número que no podrá exceder de 
uno. 

c) Los Ayuntamientos de Municipios con población superior a 10.000 y 
no superior a 20.000 habitantes podrán incluir en sus plantillas puestos 
de trabajo de personal eventual por un número que no podrá exceder de 
dos. 

d) Los Ayuntamientos de Municipios con población superior a 20.000 y 
no superior a 50.000 habitantes podrán incluir en sus plantillas puestos 
de trabajo de personal eventual por un número que no podrá exceder de 
siete. 

e) Los Ayuntamientos de Municipios con población superior a 50.000 y 
no superior a 75.000 habitantes podrán incluir en sus plantillas puestos 
de trabajo de personal eventual por un número que no podrá exceder de 
la mitad de concejales de la Corporación local. 

f) Los Ayuntamientos de Municipios con población superior a 75.000 y 
no superior a 500.000 habitantes podrán incluir en sus plantillas puestos 
de trabajo de personal eventual por un número que no podrá exceder del 
número de concejales de la Corporación local. 

g) Los Ayuntamientos de Municipios con población superior a 500.000 
habitantes podrán incluir en sus plantillas puestos de trabajo de personal 
eventual por un número que no podrá exceder al 0,7 por ciento del 
número total de puestos de trabajo de la plantilla de las respectivas 
Entidades Locales, considerando, a estos efectos, los entes que tengan la 
consideración de Administración pública en el marco del Sistema Europeo 
de Cuentas. 

Estos Ayuntamientos, si lo fueran del Municipio de mayor población 
dentro de un Área Metropolitana, podrán incluir en sus plantillas un 
número adicional de puestos de trabajo de personal eventual, que no 
podrá exceder del siguiente número: 

– Seis, si el Municipio tiene una población entre 500.000 y 1.000.000 
de habitantes. 



– Doce, si el Municipio tiene una población entre 1.000.001 y 
1.500.000 habitantes. 

– Dieciocho, si el Municipio tiene una población de más de 1.500.000 
habitantes. 

2. El número de puestos de trabajo cuya cobertura corresponda a 
personal eventual en las Diputaciones provinciales será el mismo que el 
del tramo correspondiente a la Corporación del Municipio más poblado de 
su Provincia. En el caso de los Consejos y Cabildos insulares, no podrá 
exceder de lo que resulte de aplicar el siguiente criterio: en las islas con 
más de 800.000 habitantes, se reduce en 2 respecto al número actual de 
miembros de cabildo, y, en las de menos de 800.000 habitantes, el 60% 
de los cargos electos en cada Cabildo o Consejo Insular. 

3. (Anulado). 

4. (Anulado). 

5. Las Corporaciones locales publicarán semestralmente en su sede 
electrónica y en el Boletín Oficial de la Provincia o, en su caso, de la 
Comunidad Autónoma uniprovincial el número de los puestos de trabajo 
reservados a personal eventual. 

6. El Presidente de la Entidad Local informará al Pleno con carácter 
trimestral del cumplimiento de lo previsto en este artículo. 
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